

 [image: cover]





[image: ]




 	
	 
  

			A mi mujer, María José, que siempre me ha apoyado en todos los proyectos que he emprendido, y a mis hijos Fran y Álvaro, a los que les he robado el tiempo para escribir este libro; espero que haya merecido la pena. 


			 


			A todos los que se han equivocado honestamente en la gestión de esta crisis, y especialmente a aquellos a los que la crisis les ha arrebatado sus bienes, sus esperanzas o sus sueños. 


			

			

	 

	 	
	 
	 	
			 


  Nota a esta edición 


			 


			«Tempus irreparabile fugit». El tiempo pasa irreparablemente, y son muchos los lectores de esta obra que me han pedido que la actualizase. Después de ocho años han cambiado bastantes cosas. Aunque el núcleo de la obra creo que sigue siendo válido, cualquier lector se enfrenta al problema de saber qué sigue siendo válido y qué ha cambiado en un ámbito tan cambiante como el de los impuestos. 


			Mi idea hace unos años no era hacer un manual, pero me consta que muchas personas lo han utilizado como un manual de impuestos. Por esa razón, que por cierto me llena de satisfacción, creo que les debía una actualización en profundidad. 


			Como siempre, todos los errores e inexactitudes a la hora de actualizar datos y contenidos son responsabilidad exclusiva del autor. Una aclaración importante es que, a pesar de haber formado parte de varias organizaciones, entre ellas el partido Ciudadanos, el Congreso de los Diputados, la Organización Profesional de Inspectores de Hacienda o la Agencia Tributaria, todas las opiniones que siguen son exclusivamente personales y no me representan más que a mí. 


			He intentado ceñirme a los datos y al contenido del libro original. Es cierto que hay muchos temas específicos que exigirían un análisis más profundo: quién y cómo se paga la transición ecológica o la digitalización, la financiación autonómica o el rescate bancario, pero sobre todo está pendiente un estudio general de la economía tras la crisis del Coronavirus. 


			Como el tiempo pasa irreparablemente ya no tengo mi antiguo blog en Vozpópuli, El precio de la civilización, que ya de hecho ni siquiera se puede consultar, aunque escribo con cierta frecuencia en El Economista e Invertia (El Español). Mi cuenta en Twitter sigue siendo @frdelatorre, donde, como hasta ahora, podemos seguir la conversación sobre la economía, los impuestos, el gasto público y el precio de la civilización. 


			 


			Madrid, 3 de marzo de 2022 


			
	 

	 	
	 
	 	
			 


  Introducción 


			 


			«Los impuestos son el precio que pagamos por la Civilización» (Oliver Wendell Holmes, juez del Tribunal Supremo de Estados Unidos); «En la selva no existen» (añadido posterior de Robert Wagner, político estadounidense). 


			Hace cinco siglos que Francisco de Quevedo escribía: «Miré los muros de la patria mía, / si en un tiempo fuertes, ya desmoronados, / de la carrera de la edad cansados...». Y hace muchos años que estamos oyendo la palabra «crisis» por todas partes. Dejamos de escucharla, pero ha vuelto... Además de oír hablar —y sufrir— la crisis, oímos también hablar más que nunca de paro, banca, estafa..., y también de impuestos y fraude. ¿Están relacionadas estas cuestiones? Cualquier persona mínimamente informada contestaría que sí, pero en general la información, y aún más la opinión sobre estas cuestiones, es fragmentaria y, sobre todo, está sesgada. 


			Los impuestos son la otra cara de la moneda de cualquier actividad pública. En los lugares donde no existe el Estado no hay impuestos, pero reina la anarquía. Esto no quiere decir que cualquier impuesto esté justificado, pero si queremos un Estado, algún tipo de Estado o actividad pública, sí tendremos que aceptar que los impuestos existen y hay que pagarlos. De hecho, la única forma de pagar la actividad pública es con impuestos, es decir, con pagos coactivos. 


			Efectivamente, a nadie le gusta pagar impuestos, pero es el precio por la existencia de un Estado, y, por ende, de la civilización. La cuestión de la selva es muy ilustrativa. Por ejemplo, en Somalia no hay impuestos efectivos, pero basta echar un vistazo a las noticias internacionales para saber que allí la vida no vale nada. Sin tener que llegar a esos extremos, el director general de una empresa a la que inspeccionaba me comentó una experiencia: hay muchos países en Sudamérica en los cuales nadie está seguro si no es en urbanizaciones blindadas y protegido por seguridad privada. En esos países, naturalmente, se pagan muchos menos impuestos que en Europa, pero la vida es muchísimo peor. Si uno pertenece a las clases adineradas tiene que estar protegido de los que no tienen nada. Si, por el contrario, pertenece a otros grupos sociales, su esperanza de vida es muy inferior por la ausencia de una sanidad universal. Además, el ascensor social que supone la educación muy habitualmente no funciona porque no se puede pagar. Este director general me comentaba, con buen criterio, que prefería pagar impuestos a tener que vivir en países así. 


			De esta realidad solemos olvidarnos en tiempos de bonanza. Incluso creemos que existen otras formas de costear la actividad pública. En realidad, todas ellas se reducen a los impuestos. De hecho, se puede emitir deuda pública, pero eso no es más que pagar con impuestos futuros. Cuando los prestamistas consideran que no es probable que se recauden estos impuestos futuros, venden los títulos de deuda o especulan contra ella; el resultado es que las primas de riesgo se disparan, y el Estado tiene cada vez más difícil su financiación. 


			También se puede emitir moneda para pagar los gastos. Sin embargo, la inflación es también un impuesto que pagan los que han ahorrado, y ven perder valor a sus ahorros en beneficio de los más endeudados, entre los que suele estar el propio Estado. Ahora, en la Unión Monetaria, los Estados no pueden emitir moneda, con lo que esta opción no parece posible. Aun así, las continuas reclamaciones de que el Banco Central Europeo (BCE) compre la deuda de los países periféricos no dejan de ser, camufladas, una apelación al aumento del dinero en circulación y a la financiación del Estado, supuestamente gratuita. Supuestamente, porque la actividad pública hay que pagarla siempre, y en este caso se pagaría con un impuesto a los que tienen un dinero que valdría cada vez menos. 


			Tras el devastador efecto del Coronavirus, algunas ideas se repitieron, pero de una forma un poco distinta. Por ejemplo, cuando el BCE ha hecho una compra masiva de deuda, ahora se pide que la amortice, es decir, que no preste a los Estados sino que les regale. Si eso fuese posible, entonces estaríamos en un mundo en donde los recursos serían gratis y ningún Estado tendría necesidad de recaudar impuestos, pero en el mundo real esto no es ni fue nunca así. 


			En el fondo, nuestras crisis tienen mucho que ver con los impuestos. En primer término, el gasto en España tiene que ver con las estructuras montadas en época de bonanza, en la que se recaudaba con mucha facilidad. Los recortes que se han realizado durante la crisis se han producido como consecuencia de una caída recaudatoria derivada, entre otras cosas, del aumento del fraude. Son todas ellas cuestiones económicas, pero también cuestiones políticas. Una de las manifestaciones más evidentes del poder del Estado es determinar quién tiene que pagar impuestos y cuántos tiene que pagar. El origen de los Parlamentos democráticos está en la representación para el pago de los impuestos. La célebre máxima del parlamentarismo británico, «No taxation without Representation» («Ningún impuesto sin representación»), no sólo es una referencia histórica, sino una parte fundamental de la democracia. 


			Éste no es un libro político, pero no se puede hablar honestamente de impuestos sin tener en cuenta y explicar la política, porque los impuestos son una parte esencial de ella, y muchas cuestiones fiscales no se entienden sin la política. Por otra parte, no sólo estamos hablando de la Alta Política, las ideologías o, de alguna forma, la fuerza de las ideas, sino también, especialmente, de los intereses. Los impuestos los pagan personas, y grupos de personas reales, que a menudo tienen un interés directo en no pagarlos, o en que los paguen otros grupos sociales. La crónica de los impuestos en España no se puede hacer, o por lo menos no se puede hacer honestamente, sin explicar algunos de los intereses que subyacen. 


			Por otra parte, si hablamos de los impuestos en el mundo real, hay que hablar, y mucho, de su aplicación. Esto incluye cuestiones como el fraude fiscal, y quién se beneficia de él, y la Administración Tributaria que tenemos en España. No es lo mismo la teoría que la práctica. Tan cierto como eso, no es lo mismo la política tributaria, concebida en los despachos, que los impuestos que se pagan, y de los que se habla en la calle. 


			Para comenzar esta historia de los impuestos en la España de la crisis, no nos remontaremos muy atrás. Es cierto que el sistema fiscal español moderno comienza en la Transición, con las reformas de Francisco Fernández Ordóñez. Sin embargo, aunque joven, el sistema fiscal y la aplicación de los impuestos parecían haber encontrado un cierto consenso. En el decenio entre 1996 y 2007 parecía que los problemas fiscales habían quedado atrás. La Administración Tributaria española recaudaba cada vez más, con unos impuestos cada vez más bajos. Aunque había voces críticas, que hablaban de la injusticia del sistema fiscal, basadas en que pagábamos siempre los mismos, estas voces eran minoritarias. El grado de insatisfacción de los españoles con los impuestos no era elevado, que era a lo más que pueden aspirar un sistema fiscal y una Administración Tributaria. 


			El fraude era un problema. Sin embargo, para la opinión pública era un problema de segunda. Como la recaudación era suficiente, el fraude era una cuestión de justicia, de equidad en el reparto de las cargas públicas, pero no era, o más bien no parecía, un problema económico. La realidad era que los niveles de fraude, de incumplimiento de las leyes, eran elevados. El dato más ilustrativo era la circulación de billetes de 500 euros. España era el país de Europa con mayor circulación de estos «Bin Laden» (todo el mundo sabía que existían, pero todos juraban no haberlos visto nunca). Esto indicaba una gran circulación de efectivo opaco en el país de Europa con el mayor número de cajeros automáticos y oficinas bancarias. Había mucho fraude, pero no parecía importarnos excesivamente. 


			Además del fraude puro, había una concepción bastante laxa en la aplicación de las leyes fiscales. La ingeniería fiscal estaba bien vista y los poderes de la Hacienda Pública estaban bastante limitados. Esto formaba parte de una corriente internacional. En los debates, tanto en España como en Europa y Estados Unidos, predominaban conceptos como «derechos de los contribuyentes», «competencia fiscal»... Éstos no son conceptos negativos en sí mismos, pero tampoco son valores absolutos. Por ejemplo, un contribuyente debe tener derechos (si no es un esclavo del Fisco), pero no puede tener unos derechos tan amplios que le permitan no pagar impuestos. Por otra parte, la competencia fiscal impide una voracidad recaudatoria absoluta por parte del Estado, pero una competencia fiscal excesiva y descontrolada origina problemas gravísimos: no sólo que las Administraciones Públicas no se puedan financiar, sino incluso que las actividades económicas no se localicen donde deberían, sino en función de los impuestos, y esto se llama ineficiencia, aunque muchos que se denominan liberales parezcan ignorarlo. 


			Probablemente, en los años 2013-2014, las cosas se veían de forma radicalmente distinta. En un movimiento pendular, cualquier medida que permitiese recaudar parecía estar justificada, y se le debían conceder todos los poderes posibles a la Administración Tributaria. El otro lado del péndulo tampoco es una buena idea, pero para entender lo que ocurrió y también lo que está ocurriendo es necesario saber de dónde venimos. 


			En 2007 España tenía superávit público, y sólo se hablaba de bajar impuestos. El expresidente José Luis Rodríguez Zapatero afirmaba que «estábamos en la Champions League». La Hacienda española parecía la más saneada de Europa. Dos años después, en 2009, España tenía el mayor déficit público de Europa y el más alto históricamente, por lo menos desde las bancarrotas de Felipe II. A partir de 2009, los sucesivos recortes de gasto público, y subidas indiscriminadas de impuestos, aumentaban extraordinariamente el malestar social, mientras el desempleo batía récords. Aunque muchos, especialmente en el Gobierno, no quisiesen darse por enterados, habíamos entrado en la peor crisis económica en medio siglo. 


			Toda Europa ha pasado ya dos crisis económicas, pero en ninguna parte, y eso incluye los «países periféricos rescatados», como Portugal, Irlanda e incluso Grecia, en ninguna, el desempleo ha aumentado como en España en ambas crisis. Efectivamente, los expedientes de regulación temporal de empleo han paliado algunos problemas en la segunda crisis, pero, aun así, seguimos teniendo menos empleo que los demás países con los que nos gustaría compararnos. Además, también fuimos y somos el país donde más se ha deteriorado el saldo fiscal, es decir, el país donde más ha aumentado el déficit público. Partiendo de la mejor situación fiscal, un 1,9 % de superávit público en 2007, hemos pasado a un déficit público de más del 11 % en 2009. Lo peor es que en 2012, después de una subida masiva de los impuestos, además de recortes en las prestaciones y sueldos públicos, acabamos con un déficit del 10,6 %. Es cierto que una parte del problema se debía a los rescates bancarios, en concreto, creíamos que eran la frio lera de 38.343 millones de euros, luego hemos descubierto que eran muchos más, y que la cuenta aún no ha concluido. A esta cuestión del rescate bancario dedicaremos un capítulo. Pero, aun descontando el importe del rescate bancario, habríamos tenido un déficit del 6,98 % en 2012, que era una barbaridad. 


			A partir de 2013, el déficit se fue reduciendo. En 2017 llegamos a cumplir el objetivo de déficit que nos marcaba Europa. A partir de entonces, o incluso un poco antes, todo se relajó. Las cifras no parecían alarmantes. Sin embargo, seguíamos teniendo un importante déficit estructural. La mayor parte del problema estaba en la Seguridad Social, es decir, en las pensiones. Los ingresos por las cotizaciones no daban para pagar el gasto en pensiones. Como en tantas otras cosas, la crisis del Coronavirus ha desdibujado el hecho de que la crisis fiscal sigue estando ahí. 


			De hecho, según la Comisión Europea, España es el país con el mayor déficit estructural de Europa. Aunque volviésemos a crecer y a reducir el desempleo, seguiríamos teniendo más déficit que los demás países europeos. Tenemos un problema que no se va a solucionar solo. 


			Este panorama tiene una consecuencia fundamental: el empobrecimiento de España. Somos más pobres, pero no porque gastemos más o recaudemos menos... Ésos son los síntomas. Somos más pobres porque trabajan cada vez menos españoles, y, como señalaba Adam Smith, «la Riqueza de las Naciones es el trabajo de la gente que hay en ellas». Eso se ha traducido en que hayamos tenido una mayor caída del PIB de la economía que nuestros vecinos. No obstante, aunque ha habido una gran caída recaudatoria, no ha ocurrido como en la anterior crisis, cuando se derrumbó nuestra recaudación más que a nadie. 


			Para tener una idea de cómo salir de ésta, otra vez, hay que saber cómo hemos llegado hasta aquí. ¿Qué pasó en 2007? ¿Cayó un meteorito como el que parece que acabó con los dinosaurios, y ese meteorito era la crisis financiera internacional? O bien, ¿nuestra economía y, en concreto, nuestro sistema fiscal no eran tan perfectos como parecía, y no sólo padecíamos una burbuja inmobiliaria, sino también una burbuja fiscal? 
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			El sistema fiscal, o lo que queda de él 


			 


			Antes de hablar de la «idílica» y «burbujística» situación fiscal anterior a 2008, es necesario tener una idea previa de quién cobra impuestos en España y por qué los cobra. Nuestra Constitución de 1978, en su artículo 31.1, señala con precisión lo siguiente: 


			 


			1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 


			 


			Hay muchas normas ininteligibles en nuestro sistema fiscal, e incluso en la propia Constitución, pero ésta no es una de ellas. Sin hacer un análisis exhaustivo, está claro que no hay excepciones en la obligación de pagar impuestos, o no debería haberlas; es el principio de generalidad. En segundo lugar, el principio de que los impuestos los paga el que tiene capacidad, es decir, dinero para pagarlos, queda consagrado constitucionalmente como principio de capacidad económica. Una cuestión relevante es que los impuestos deberían formar un sistema, o dicho de otro modo, como señala el Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española (RAE), «un conjunto de cosas que, relacionadas entre sí ordenadamente, contribuyen a determinado objeto». En España, como expondremos a continuación, lo que tenemos se parece más a un conjunto deslavazado de impuestos que a un sistema tributario. 


			Si es discutible que nuestros impuestos sean un sistema, todavía ha hecho correr más ríos de tinta la cuestión de la justicia en los impuestos. Señalaba el gran jurisconsulto romano Ulpiano que «la Justicia es la firme y decidida voluntad de dar a cada uno lo suyo». En cuestiones de impuestos, debería pagar más el que más tiene, que es el principio de capacidad económica. Por otra parte, como quitarle un mismo porcentaje de lo que tiene a un pobre que a un rico es mucho más gravoso, y doloroso, para el pobre, entonces los impuestos deben ser progresivos. La progresividad viene a ser que los impuestos aumentan más que proporcionalmente con el aumento de la capacidad económica. Traduciendo: si un contribuyente que gana 10.000 euros paga un 10 % de impuestos, el impuesto será progresivo cuando otro contribuyente que gana 20.000 paga más del 10 %, será proporcional si paga el 10 % y será regresivo si paga menos del 10 %. 


			Por último, los impuestos no pueden ser tan elevados como para absorber toda la capacidad económica, es decir, la renta, el consumo o el patrimonio, que deben pagar los contribuyentes. Desde un punto de vista estrictamente técnico, un impuesto es confiscatorio cuando su tipo efectivo, lo que realmente se paga, se aproxima o incluso excede del 100%. En el lenguaje de la calle, cuando se relacionan los impuestos con el gasto público, muchos hablan de «impuestos confiscatorios», porque no se recibe nada, o casi nada, a cambio en forma de gasto público. Por otra parte, cuando un partido político sube los impuestos, esta subida siempre es tildada de «confiscatoria»... 


			No hace falta ser un profesional de las cuestiones fiscales para considerar que los principios fiscales constitucionales parecen más propios de «los mundos de Yupi» que de la España actual. Sin embargo, y aunque nunca se cumplan en su integridad, ni en España ni en ningún país avanzado, deberían orientarnos en la dirección adecuada. Hay muchos, especialmente en el ámbito de la izquierda política y sociológica, que consideran que los «ricos» pagan pocos impuestos, y que ésa es una de las razones (o la Razón, con mayúsculas) de los problemas fiscales en España. La primera afirmación es mucho más cierta que la segunda, sobre todo en su versión de máximos. Sin embargo, el problema no está en los tipos nominales, en lo que teóricamente un «rico» tiene que pagar en impuestos, sino en el fraude, en la complejidad y en la ausencia de un auténtico sistema. 


			En los próximos capítulos hablaremos mucho de fraude. Baste decir aquí que el fraude es consustancial a los impuestos. Ninguna ley se cumple siempre y en todo lugar, pero las leyes fiscales mucho menos. Aun así, el excesivo nivel de fraude de los impuestos en España es una de las principales causas de la gran caída recaudatoria y de la crisis fiscal que padecemos. Por supuesto, defrauda más el que tiene más que ganar defraudando, es decir, el más rico. Por descontado, y también es otra verdad de Perogrullo, defrauda el que puede, es decir, el que tiene las rentas menos controladas. Por último, pudiendo defraudar, defrauda el que quiere, es decir, nuestro nivel de fraude fiscal tiene que ver con la menor conciencia fiscal que existe en España respecto de otros países mucho más avanzados en estas cuestiones. 


			Hay otras razones menos obvias para la desigualdad fiscal. Entre ellas está la ausencia de un auténtico sistema. En nuestro actual sistema, exigen impuestos el Estado a través de la Agencia Tributaria, quince comunidades autónomas (CC.AA.) de régimen común, la Comunidad Foral de Navarra, las tres diputaciones forales vascas y los más de ocho mil ayuntamientos, bien directamente, bien a través de las diputaciones provinciales. Son muchos entes distintos que exigen impuestos a los ciudadanos. 


			¿Qué impuestos exigen? En lugar de hacer una aburrida y prolija exposición, veamos cómo el Estado intenta que un billete de 100 euros que el Banco de España introduce en el sistema, impreso por el Banco Central Europeo, vuelva a su origen público. 


			Cuando un contribuyente que sea una persona física gana dinero como contraprestación, es decir, a cambio de algo (no se lo regalan), debe pagar el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF). Éste es el impuesto más recaudatorio del sistema fiscal, que en 2020 recaudó algo más de 88.000 millones de euros. Para que nos hagamos una idea, es un 45% de la recaudación (ajustada y homogeneizada) de la Agencia Tributaria. En 2019, antes de los devastadores efectos del COVID, la recaudación del IRPF era ligeramente superior al 41% de los ingresos totales que gestionaba la Agencia Tributaria. Es el único impuesto progresivo entre los grandes impuestos. Aunque teóricamente grava toda la renta del contribuyente, en la práctica, según un estudio que realicé en 2011 (del que mucha gente utiliza las cifras y que no consigo que nadie me cite), entonces, con los últimos datos disponibles, el 85 % de la recaudación del IRPF provenía de las rentas del trabajo.[1] Los estudios posteriores no han variado la conclusión de que un porcentaje elevadísimo de la recaudación del IRPF procede del trabajo asalariado. Rehaciendo los datos de mi estudio para los últimos años, el porcentaje de recaudación del IRPF que proviene de las rentas del trabajo se sitúa, ahora mismo, en alrededor de un 80 %. En estos momentos, el IRPF español es uno de los más elevados del mundo, al menos nominalmente; es decir, es muy elevado para los que efectivamente pagan lo que establecen las normas, en especial si sus rentas proceden del trabajo asalariado y no del capital. 


			Por otra parte, cuando una empresa paga a un trabajador tiene que ingresar las cuotas de la Seguridad Social. Estas cuotas tienen fundamentalmente dos partes: la cuota empresarial, que paga directamente el empresario, y la denominada «cuota obrera», que se descuenta del salario del trabajador. En teoría, los impuestos financian el gasto público y no dan derecho a ninguna contraprestación. Por esa razón, como las pensiones y otras prestaciones sociales, dependen de lo que se haya cotizado; las cotizaciones sociales no se consideran un impuesto. Sin embargo, las cotizaciones son la primera fuente de ingresos del Sector Público, en 2019 unos 160.000.000 millones de euros, es decir, aproximadamente un 35 % del total de los recursos recaudados por todas las Administraciones Públicas por todos los conceptos. De nuevo, las cotizaciones sociales españolas son de las más elevadas del mundo. 


			Es decir, si el trabajo aporta el 80 % del principal impuesto, el IRPF, y el total del otro elemento recaudatorio, que genera casi el doble, las cotizaciones sociales, es evidente que la principal aportación a las Arcas Públicas la realizan los trabajadores por cuenta ajena, directamente de sus nóminas. Esto no es una opinión, es pura contabilidad: la forma más rápida de que el billete de 100 euros que el Estado pone en circulación vuelva a las Arcas Públicas es el pago de los salarios. Si los dos «impuestos» sobre el trabajo son de los más elevados del mundo, es evidente que crear un empleo en España es muy caro desde el punto de vista fiscal. Esto quiere decir que, o bien la productividad del trabajador es muy elevada, o bien los empresarios tendrán que ofrecer salarios muy bajos para que el empleado sea rentable. 


			Como seguro que al lector no se le escapa, una presión tan elevada sobre los salarios conduce a la destrucción de empleo o a la economía sumergida. Por otra parte, una de las razones más obvias de la caída de nuestra recaudación es la absoluta dependencia como fuente de ingresos del trabajo remunerado por cuenta ajena, que incluso en 2012, con unas cifras récord de paro (aunque las volvimos a superar en 2013), aportaba directamente más de la mitad de la recaudación total por todos los conceptos.[2] En estas condiciones, la destrucción de empleo ha ocasionado una grave caída de la recaudación fiscal, aunque, evidentemente, no es la única causa. 


			Si en lugar de ingresar una persona física, lo hace una persona jurídica, entonces debe pagar el impuesto de sociedades. Tenemos un impuesto de sociedades comparativamente alto, al menos sobre el papel, por el que las empresas deben pagar al Fisco el 30% de sus beneficios, que se redujo al 25% con carácter general en la reforma fiscal de 2015. Sin embargo, tradicionalmente, el impuesto tenía unas reglas más laxas que las del IRPF. Por otra parte, es un impuesto de difícil control. Todo esto hace que la historia del impuesto de sociedades sea la historia de la crisis fiscal en España. Hoy en día, por cada 5 euros que el Estado recauda por el IRPF, se recauda aproximadamente 1 euro por el impuesto de sociedades. Si el billete de 100 euros sale del Estado en dirección a una sociedad, vuelve mucho más difícilmente, y a veces acaba en un paraíso fiscal. 


			Éstos son los impuestos directos estatales. Además, las CC.AA. cobran cuando una persona física recibe una herencia o una donación. En esta cuestión tenemos veinte normativas distintas, es decir, quince de las CC.AA. de régimen común, otra en Navarra, tres en las diputaciones forales vascas y otra del Estado que aplicamos a los que no residen aquí. Las diferencias son abismales. El tipo efectivo máximo puede llegar al 81,6 %, pero muchas herencias están simplemente desfiscalizadas: en el País Vasco el tipo general es del 1,5 %, y en Madrid hay una bonificación del 99 %, cuando las herencias son entre padres e hijos. Que los impuestos no son un sistema sino un conjunto deslavazado de imposiciones, nada lo ejemplifica mejor que la situación actual del impuesto de sucesiones y donaciones. Por supuesto, con semejantes mimbres, las CC.AA. no recaudan gran cosa con este impuesto. 


			Una figura exótica en España es el resucitado impuesto del patrimonio; aquí no se paga por ganar dinero sino por tener riqueza. De nuevo, en este caso hay una regulación del Estado, cuatro regulaciones forales y que se complementa con otras quince distintas. El impuesto lo suprimió el Gobierno de Rodríguez Zapatero en 2008, y lo volvió a resucitar en 2012, poco antes de dejar el poder. Madrid, donde residen el 50 % de los titulares de grandes patrimonios, es a día de hoy la única comunidad autónoma que no lo ha restablecido. De nuevo, con semejante panorama la recaudación tampoco es relevante. 


			Hasta aquí, a grandes rasgos, los impuestos directos que recaen sobre la renta (ganar dinero) o sobre el patrimonio (tener dinero). Hay también impuestos indirectos, es decir, sobre gastar el dinero; son impuestos sobre el consumo. En un país moderno, estos impuestos no se exigen directamente al consumidor sino a las empresas, que luego se lo cobran al consumidor elevando los precios. 


			En impuestos indirectos tenemos el IVA, el impuesto sobre el valor añadido, que es el impuesto general, es decir, casi todo lo que compramos paga IVA. Se denomina así porque se exige a todos los empresarios por su valor añadido: un empresario debe pagar un porcentaje sobre sus ventas, pero se resta (se deduce, en jerga técnica) lo que otros empresarios le han repercutido (cobrado) a él. En consecuencia, cada empresario ingresa una parte del impuesto, es decir, su valor añadido. Finalmente, el consumidor paga todo el impuesto sin poderse deducir (restar) nada. La ventaja técnica del IVA es su neutralidad: el consumidor pagará lo mismo independientemente del número de empresarios que haya en la cadena de producción y distribución, puesto que cada uno de ellos sólo paga por el valor añadido que aporta. El IVA es el impuesto más recaudatorio después del IRPF. 


			Además del IVA, que es el impuesto general, hay impuestos especiales, que sólo recaen sobre determinados productos: alcoholes, tabaco, gasolinas y gasóleos... La idea es disuadir de terminados consumos que se consideran nocivos. Por otra parte, la recaudación de estos impuestos, especialmente el de gasolinas y gasóleos, es importante. Estos impuestos se exigen una sola vez, normalmente a la salida de fábrica (o refinería). 


			Si el billete de 100 euros sale del Banco de España y se dedica al consumo, especialmente de productos que son objeto de impuestos especiales, vuelve con más facilidad a las Arcas del Estado. Si un contribuyente gasta 121 euros en un producto objeto de IVA general, ingresa 21 euros. Si los gasta en gasolina, más de la mitad del gasto son impuestos. Si ahorra el dinero, los 121 euros, y le dan un 5% de intereses (que es mucho), habrá ganado 6 euros. Si esos 6 euros pagan el 21%, apenas pagará 1,26 euros por impuestos. Moraleja: un país que consume ingresa más impuestos, y, en sentido contrario, la «austeridad» lleva a obtener menos ingresos públicos. 


			Las CC.AA. cobran también por la adquisición de una vivienda usada, así como por algunos conceptos más, a través del impuesto de transmisiones patrimoniales onerosas. Este impuesto, a diferencia de los demás impuestos indirectos, sí se exige directamente al consumidor comprador. El elemento de control fundamental es el Registro de la Propiedad. Este impuesto tenía una enorme recaudación en la época del boom inmobiliario, pero, obviamente, con el estallido de la burbuja inmobiliaria su recaudación se resintió. 


			Las CC.AA., que son la Administración que más gasta en España, se nutren de transferencias estatales, de participación en impuestos estatales que recauda la Agencia Tributaria (50% de IVA e IRPF y 58 % de impuestos especiales, fundamentalmente) y de los tributos que éstas cobran directamente: impuesto de patrimonio, impuesto de transmisiones patrimoniales (ITP), impuesto de sucesiones y donaciones, y tributos sobre el juego. El sistema, incluso sin tener en cuenta el peculiar sistema foral vasconavarro, es un galimatías de enorme complejidad. 


			Por último, los ayuntamientos, al igual que las CC.AA., también eran muy dependientes de la recaudación del sector inmobiliario. Los consistorios recaudaban por conceder licencias de obra, a las que solían añadir un impuesto, el de construcciones, instalaciones y obras (ICIO), y por lo que se denominaba «aprovechamiento urbanístico». El llamado «aprovechamiento» es una cesión obligatoria de suelo que los promotores realizaban al ayuntamiento en cualquier desarrollo inmobiliario. Habitualmente, el municipio revendía este suelo al propio promotor. Resumiendo, la actividad constructora y urbanizadora le dejaba importantes ingresos a la Hacienda Local. Ahora, tras el pinchazo de la burbuja, el impuesto más recaudatorio es el impuesto de bienes inmuebles (IBI), que se paga simplemente por tener un inmueble en propiedad. 


			Éstos son, muy a grandes rasgos, el conjunto de impuestos que exigían en España las diversas Administraciones. Como hemos dicho antes, había problemas de coordinación, y realmente no era un auténtico sistema. Además, había problemas de justicia evidentes para cualquiera que quisiese verlos. Sin embargo, antes de la crisis que comenzó en 2008, lo más importante era que recaudaba. De esa recaudación se pagaba lo que denominamos «Estado del Bienestar». Además, las Administraciones Públicas, y también los aeropuertos, las universidades, los polideportivos, etc., fueron creciendo. Algunos organismos llegaron a parecer dinosaurios a juzgar por el tamaño que llegaron a alcanzar. Hace unas decenas de millones de años, al parecer un meteorito acabó con los dinosaurios. Como veremos, aunque esta teoría ha tenido mucho éxito, en 2008 no llegó ningún cometa o meteorito en forma de crisis financiera internacional. Desgraciadamente, la crisis fiscal llevaba mucho tiempo incubándose porque el «meteorito» simplemente puso de manifiesto que nuestra recaudación estaba artificialmente hinchada y no era sostenible. Teníamos una burbuja fiscal. 
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			La burbuja fiscal: los años de la burbuja 


			inmobiliaria y la recaudación fácil  


			 


			Todos hemos oído hablar de la burbuja inmobiliaria. Primero, para negar que existiese; después, para verla estallar, y ahora, para atribuir culpas, tanto por no controlarla como por no avisar de su inminente estallido. Pero ¿qué es una burbuja? 


			Una burbuja es, para la RAE, un «glóbulo [globo] de aire u otro gas que se forma en el interior de algún líquido y sale a la superficie». Por este término, los economistas definen una situación económica que no se explica por sus fundamentos y que no puede durar. España ha tenido durante muchos años una burbuja inmobiliaria, es decir, una explosión de precios en los inmuebles que estaba alejada de la economía que debía sustentar estos mismos precios. Desafortunadamente, los economistas nos equivocamos, y, como se puede observar con el precio de los pisos, tan incierta era la afirmación de que sus precios no podían bajar como la opuesta de que, al ser sus precios irreales, no se podrían mantener mucho tiempo. 


			Lo cierto es que la burbuja inmobiliaria era una parte, muy importante, pero sólo una parte de la gran burbuja económica española. Esa burbuja era fundamentalmente crediticia y monetaria. Para comprender el fenómeno hay que echar la vista atrás, a 1999 en concreto. Ese año, España cambió una moneda débil, la peseta, por un «clon» de la moneda más fuerte del mundo, el marco alemán. Esto tiene muchas implicaciones, muchas más que las que los fundadores del Euro consideraron. Una de ellas es la facilidad de financiación: un individuo que antes podía pedir un préstamo a quince años y al 12 % de interés, ahora lo podía pedir a treinta años y al 3 %. Con esa gran facilidad, muchísimos españoles —y algunos extranjeros, también— se endeudaron para comprar inmuebles, y, ante la masiva demanda, los inmuebles subieron de precio escandalosamente. Como es obvio, empezaron a construirse cada vez más casas, y los salarios del personal sin cualificar no pararon de subir en el sector de la construcción. 


			La gran burbuja tuvo múltiples efectos secundarios. Por ejemplo, muchos estudiantes abandonaron los estudios porque la construcción ofrecía buenos salarios a trabajadores sin cualificar. Ahora, una vez explotada la burbuja, es muy difícil recolocar a estos albañiles, gruistas, escayolistas... Por otra parte, también se produjo una burbuja de infraestructuras, política y administrativa; la otra gran burbuja fue fundamentalmente fiscal. En el fondo, las administraciones recaudaban impuestos sin esfuerzo; se bajaban los impuestos y se recaudaba más, pero no era la curva de Laffer, sino la burbuja fiscal. 


			Una parte de la burbuja fiscal se puede entender muy fácilmente. Si se construyen y se venden 600.000 viviendas, se recauda mucho más que si se vendieran 100.000. Como en España se llegaron a vender más viviendas que en Alemania, Francia, Gran Bretaña e Italia juntas, y no había que reconstruir un país destruido por una guerra, es fácil comprender que esto no era sostenible. 


			Esto supone, en primer lugar, que todos los tributos que recaen sobre la construcción y venta de viviendas recaudan más: licencias, impuesto de construcciones, instalaciones y obras, impuesto de transmisiones patrimoniales, actos jurídicos documentados (AJD)... Además, está el efecto indirecto de tener empleados a dos millones de españoles (y centena res de miles de extranjeros), pagando cotizaciones de Seguridad Social e IRPF. Estos mayores ingresos eran temporales, pero, como todas las burbujas españolas, duraron muchos años. Las administraciones territoriales, ayuntamientos y CC.AA. acomodaron su nivel de gastos permanentes a unos ingresos coyunturales. Ahora les es muy difícil reducirlo. 


			Otra parte de la burbuja fiscal tiene una mayor complejidad, y son sus efectos en la imposición indirecta. Al subir los precios de los pisos, los españoles nos creímos más ricos de lo que éramos; esto es lo que se denomina el «efecto riqueza». Además, consumir todo lo posible, e incluso más de lo que se ganaba, parecía una decisión racional. ¿Por qué? Porque los salarios eran elevados y crecían, y, sobre todo, porque los tipos de interés reales eran negativos; no había incentivos para el ahorro. Esto vino determinado, en buena medida, por la política de bajos tipos de interés del Banco Central Europeo, lo que en jerga se denomina una «política acomodaticia», muy favorable especialmente para Alemania, pero que a España, como a otros países periféricos, le ha resultado muy dañina a largo plazo. 


			Como todo el país, en términos generales, pasó a consumir más, el ahorro interno no podía financiar toda la inversión que se realizaba. Esto condujo a que España, como economía, gastase más de lo que ingresaba, lo que en términos económicos significaba un «déficit por cuenta corriente». Esto implicaba, en los grandes impuestos estatales, más recaudación de lo normal. Si un individuo consume, paga muchos más impuestos que si ahorra, como ya se detalló en el capítulo anterior, porque el 21 % de lo que se consume es mucho más dinero que un porcentaje de la rentabilidad del ahorro, aunque ese porcentaje sea más alto. En esos años, lo que se pagaba por rendimientos del capital era el 18%, ahora tenemos una tarifa entre el 19 y el 26%, pero se aplica sobre el rendimiento de la inversión, no sobre lo que se invierte. Y, claro, el 18% del 5% es menos del 1 % frente al 21% sobre el total del gasto que se obtiene si el dinero va destinado al consumo. Si además nos adentramos en escenarios de tipos de interés cero, esto todavía se ve más claro, las inversiones apenas rentan y la recaudación que dejan en el IRPF es mínima. Además de que el mayor consumo aumentase la recaudación, en 2020 ocurrió lo contrario, la progresividad del IRPF hizo el resto. 


			Aunque se ha hablado mucho en estos días de la curva de Laffer, el milagro económico y fiscal de la era Aznar tiene mucho más que ver con la burbuja fiscal que con la famosa curva. Lo que indica este hallazgo teórico, en primer término, es que con un 100 % o más de un impuesto no se recauda nada; la gente deja de trabajar para dejar de pagar el impuesto. Los objetores de esta cuestión arguyen que no hay casos reales. Pondremos uno. 


			En 2011, la NBA experimentó un cierre patronal. Los jugadores no podían jugar en Estados Unidos y dejaban de cobrar. A dos hermanos españoles se les ocurrió volver a su antiguo club para poder seguir compitiendo y, evidentemente, obtener unos ingresos. Al cabo de unos días se supo que ambos jugadores abandonaban España «por razones fiscales». A primera vista, no parece que los impuestos españoles, sobre todo antes del subidón del PP en 2012, fueran tan elevados, pero en alguna situación particular la tributación efectiva puede superar el 100 %. 


			En Estados Unidos, el último tipo general de la tarifa era el 35 % y, por tanto, un jugador de baloncesto que hubiese ganado 20 millones de euros hubiera pagado unos 7 millones en impuestos. Si, ante el cierre patronal, los dos jugadores de baloncesto se hubiesen trasladado a Barcelona, durante lo que resta de temporada hubiesen podido ganar una cantidad menor, digamos, 4 millones de euros. Si esto conllevara un cambio de residencia a efectos fiscales, supondría no sólo pagar el 49 % de los 4 millones que cobrasen en Barcelona, sino también integrar en su base imponible el importe ganado en Estados Unidos y deducir los impuestos pagados allí. Esto es lo que se denomina «sistema de imputación», un mecanismo para eliminar la doble imposición, es decir, pagar impuestos dos veces por la misma renta. Este sistema es el que prevé el tratado internacional con Estados Unidos que tenemos sobre impuestos, que se conoce como «convenio para evitar la doble imposición». 


			En la práctica, esto supone complementar un 14% sobre lo ganado en Estados Unidos (el 49% que se paga en el Estado de residencia, España, menos el 35% ya pagado en Estados Unidos). En este ejemplo que estamos viendo, los jugadores, con el 51% de lo ganado en España, es decir, lo que ganaban menos un 49 % de impuestos en neto, 2.040.000 euros, deberían haber pagado el 14% de 20 millones de euros, 2.800.000 euros. En la práctica, una tributación superior al 100% de lo ganado. 


			Los números son ficticios, pero el caso es real. Hay jugadores de baloncesto, como cualquier otro mortal, que no están dispuestos a trabajar para pagar más impuestos de lo que ganan. En esta situación, un impuesto efectivo superior al 100% no recauda nada. Por supuesto, si el impuesto efectivo hubiese sido un 0 %, no se habría recaudado nada. Si el tipo hubiese sido de un 1 %, habría recaudado algo, es decir, más. Como con el 100% no se recauda nada, en algún punto anterior, con un tipo de impuesto del ¿70, 80%...?, se obtendría la máxima recaudación. Esto indica que hay un tramo creciente y otro decreciente. En fin, la curva existe, pero la cuestión realmente complicada es si estamos en el tramo creciente o en el decreciente. 


			Siguiendo con el ejemplo de los jugadores de baloncesto. Estos jugadores, en un mundo sin impuestos, hubiesen jugado en España. Esto hubiese supuesto más ingresos para los jugadores y para el club (porque si les paga es porque espera vender más entradas y camisetas), y una ganancia neta para los aficionados (los que prefieran, por ejemplo, pagar por ver al equipo que quedarse en casa). Por consiguiente, los impuestos crean distorsiones. Estos jugadores podrían haberse quedado algún tiempo, pero, antes de perder la residencia en Estados Unidos, prefirieron dejar la Liga española. Esto hubiese supuesto una distorsión menor, pero una distorsión al fin y al cabo. La distorsión máxima ocurre cuando el impuesto es tan elevado que hace que se abandone la actividad. Sin embargo, el punto de máxima recaudación está introduciendo unas ineficiencias que también son muy elevadas, y que son mayores cuanto más elevado es el impuesto que hay que pagar. Esto quiere decir que, como en la Bolsa, el último euro que lo gane (lo recaude, en este caso) otro si no se quiere lastrar de forma irremediable el crecimiento futuro. 


			Los impuestos eran elevados en España en 1996, pero seamos realistas, no eran tan insoportables como para estar en el tramo decreciente de la curva. De hecho, cuando Aznar y su Gobierno ejecutaron las dos reducciones del IRPF, en un primer momento cayeron los ingresos por este impuesto. Probablemente aumentó la eficiencia económica y los recursos se asignaron mejor, pero la recaudación cayó. La recuperación fue extraordinariamente rápida porque estábamos en una burbuja fiscal. La prueba del nueve es que los ingresos por los demás impuestos estaban subiendo de forma desaforada, en especial los directamente ligados a la actividad inmobiliaria. El dinero que los bancos de los países centrales del euro prestaban a nuestros bancos tenía una gran facilidad para acabar en las Arcas Públicas. 


			Esta burbuja fiscal ha producido tres efectos. En primer lugar, los ciudadanos no han podido juzgar adecuadamente la labor de sus políticos, porque todos parecían tener recursos ilimitados y todos lo hacían bien.[1] Además, se han construido infraestructuras y se ha contratado personal fijo, que ahora no se puede pagar. La clase dirigente española se ha comportado como si gobernase un emirato petrolero, y se nos ha acabado el petróleo. El tercer efecto es más sutil: como recaudábamos muchísimo, directa e indirectamente del sector inmobiliario, hemos dejado el resto de la fiscalidad hecha un caos, como explicábamos con anterioridad. Esto se dio especialmente en las CC.AA. porque eran las beneficiarias más directas de la fiscalidad inmobiliaria. Cuando los ingresos por el impuesto de transmisiones patrimoniales crecían a un ritmo del 20 % anual, ninguna comunidad autónoma se preocupaba excesivamente por el impuesto de sucesiones. En esos años, prácticamente todas bonificaron el impuesto de sucesiones e incrementaron el de transmisiones. 


			El pico de la burbuja llegó en 2007, aunque el precio máximo de los inmuebles se había alcanzado en 2006. Los síntomas de agotamiento del modelo eran ya evidentes a finales de 2007 y a principios de 2008. Todo el sistema estaba basado en un consumo y una inversión desaforados, financiados mediante préstamos a los bancos españoles provenientes del exterior. Si ese flujo de dinero, que era evidente que no podía mantenerse indefinidamente, se detenía de forma súbita, la crisis llegaría. Algunos creyeron que sólo afectaría al sector inmobiliario, sin embargo no teníamos sólo una burbuja inmobiliaria, sino también una gran burbuja monetaria y financiera, con lo que la crisis ha sido general. Especialmente, una de las manifestaciones más evidentes de la gran burbuja estaba en el ámbito de los impuestos y del gasto público. Por desgracia, esto significaba que íbamos a tener una crisis fiscal. 
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			La crisis económica y el derrumbamiento 


			de la recaudación: la crisis fiscal  


			 


			En marzo de 2008 hubo elecciones generales en España y las ganó el Partido Socialista. En esta victoria tuvieron mucho que ver no sólo la negación de la crisis, sino también los impuestos. Por supuesto, la oposición del Partido Popular se presentó con la idea de bajarlos. Sin embargo, el presidente Rodríguez Zapatero ganó por la mano con la promesa electoral estrella de la deducción de los 400 euros. El coste de la medida era de 6.000 millones de euros al año. Esto era, y es, muchísimo dinero. Pero lo peor de todo es que cundió la idea de que se podían bajar los impuestos alegremente porque, en expresión de la exministra Carmen Calvo, el dinero público «no es de nadie». 


			Como muchos españoles, recuerdo el momento cumbre de esa campaña electoral: el debate entre el vicepresidente económico Pedro Solbes y el aspirante Manuel Pizarro. Pizarro defendió que ya estábamos en crisis; Solbes, con mucha más habilidad, todo sea dicho, lo negó. Claramente, Solbes ganó el debate a Pizarro y unos meses después lo estaba perdiendo, por goleada, con la realidad de la crisis. En efecto, las elecciones, por lo menos en España, no se ganan diciéndole a la gente lo que no quiere oír, que estábamos en crisis. 


			¿Desde cuándo estábamos en crisis? Probablemente, des de que adoptamos un modelo de desarrollo insostenible, unos dos años después de entrar en el Euro. Pero, por ser más exactos, en agosto de 2007 se produjo el derrumbamiento de la Banca de inversión estadounidense. Estados Unidos también tenía una cierta burbuja inmobiliaria y era el país del mundo con un mayor déficit por cuenta corriente de los países industrializados; el segundo era España, en términos relativos. Nos parecíamos más de lo que muchos pensaban (o pensábamos). Sin embargo, como la crisis se produjo en unos productos financieros que no se habían permitido en España, las hipotecas subprime, nos consideramos a salvo. 


			Evidentemente, hay dos errores graves en esta cuestión: en primer lugar, no ver las similitudes y fijarnos sólo en las diferencias; esto nos podía pasar a nosotros, y efectivamente nos pasó. Una segunda cuestión era más evidente, y tampoco se supo ver: los mercados financieros estadounidenses son los más importantes del mundo. Dentro de ellos, un actor de primer orden son los bancos de inversión. El colapso financiero norteamericano supuso en 1929 la sequía crediticia para el resto del mundo. A partir de 2008, la historia se repitió en toda Europa y afectó fundamentalmente a los países meridionales, a los más endeudados. 


			A medida que los bancos internacionales fueron solicitando la devolución de los préstamos concedidos a bancos españoles, o no los fueron renovando, la Banca fue dejando de prestar. Esta sequía comenzó con el sector inmobiliario. La primera reacción de muchas empresas fue ¡dejar de pagar impuestos! La crisis fiscal había comenzado. Antes de que empezase la destrucción masiva de empleo, de que cayese el producto interior bruto (PIB) y comenzase el decrecimiento, antes de todo esto, cayó la recaudación. De hecho, en 2008 tuvimos un crecimiento positivo del PIB, del 0,9 %; no es gran cosa, pero no justifica una caída de la recaudación fiscal, y mucho menos una caída importante. 


			Bueno, pues ocurrió. En 2007, según la Central de Balances del Banco de España, las empresas españolas obtuvieron los beneficios más importantes de la historia. El impuesto de sociedades se declara y se paga al año siguiente, habitualmente en julio (en función del ejercicio económico de las entidades). Según estos datos, en 2008 se debería haber esperado una recaudación histórica, que superase los casi 45.000 millones de euros del año anterior. Algunos no lo teníamos nada claro y veíamos luces de alarma en la recaudación fiscal,[1] y que el fraude fiscal se estaba comiendo la recaudación.[2] 


			El pavoroso resultado fue que la recaudación del impuesto de sociedades cayó un 39% en 2008, pasando de casi 45.000 millones a 27.000 millones de euros. Es decir, que sobre los resultados más importantes de su historia, las empresas españolas habían pagado 3 euros por cada 5 euros del año anterior. Para cualquier observador imparcial, este simple dato era terrorífico. En 2007, cuando se generaron los beneficios sólo había síntomas de agotamiento, pero la crisis aún no había estallado. Como en julio de 2008 ya había problemas, lo primero que las empresas hicieron fue dejar de pagar. ¿Qué pasaría cuando entrásemos, de verdad, en crisis? Pues, obviamente, que la recaudación fiscal se derrumbaría. 


			En 2008, la recaudación gestionada por la Agencia Tributaria, es decir, la derivada de los grandes impuestos, se redujo en 27.000 millones de euros, pasando de 200.000 millones a 173.000 millones, y toda la caída se produjo en el impuesto de sociedades. Mucho peor fue 2009: la recaudación disminuyó en otros 29.000 millones de euros, quedando en 144.000 millones de euros. En 2009, además del impuesto de sociedades, que continuó cayendo, se derrumbó la recaudación del IVA. Sorprendentemente, aunque el paro aumentó de forma espectacular, la recaudación del IRPF se mantuvo. Esto no quiere decir que el IRPF no lo paguen quienes tienen una nómina; quiere decir simplemente que el IRPF es terriblemente progresivo: un trabajador que gane 20.000 euros no paga nada o casi nada de IRPF, y uno que gana 200.000 pagaba un 45% (ahora, prácticamente la mitad de lo que gana). El «ajuste» de empleo en las empresas se realizó poniendo empleados temporales en la calle, que eran los que menos ganaban; disminuyeron las cuotas de Seguridad Social que ingresaban las empresas, pero no los ingresos por IRPF. 


			El resultado en dos años, de 2007 a 2009, fue que España pasó de ser el país más saneado fiscalmente de Europa, con un superávit público del 2 %, a tener un déficit del 11,1 % en 2009 y ser uno de los países con mayor déficit público del mundo. La magnitud del desequilibrio se podría expresar así: en 2007 las Administraciones ingresaron, todas y por todos los conceptos, 433.000 millones de euros, y gastaron 412.000 millones de euros. Dos años después, en 2009, las Administraciones gastaron 484.000 millones y sólo ingresaron 367.000 millones; es decir, se habían gastado 72.000 millones de euros más (equivalentes a toda la recaudación del IRPF, el impuesto más recaudatorio) y se habían ingresado 66.000 millones de euros menos.[3] 


			En toda Europa hubo problemas fiscales, pero de esta magnitud sólo en Grecia y en España. ¿Qué había ocurrido? En 2008, cuando la liquidez se fue secando y la actividad ralentizando, hubo, en mi opinión, un incremento del fraude. En 2009 esto no sólo no se corrigió sino que, económicamente, fue el peor ejercicio para España en más de medio siglo; se dispararon los gastos, particularmente los gastos financieros por intereses y, cómo no, el gasto por prestaciones y subsidios de desempleo. 


			Además, se volatilizó la recaudación derivada del sector inmobiliario porque no se hicieron ya tantas transacciones (aunque los precios no bajaron significativamente) y el fraude continuó incrementándose con la crisis. Era lógico: no se incrementaron los medios en la lucha contra el fraude, ni legales, ni personales ni presupuestarios. Sobre todo, durante años se había descuidado la conciencia fiscal; en 2007, según el Instituto de Estudios Fiscales, un 49% de los españoles justificaban abiertamente el fraude fiscal. Por si fuera poco, la campaña electoral de 2008 estuvo basada en una competición de los dos grandes partidos por ver quién bajaba más los impuestos. Por último, una caída del PIB como la de 2009 siempre supone, adicionalmente, una caída recaudatoria. 


			En 2009 ya era bastante evidente que España se encaminaba hacia la insolvencia. Sin embargo, aún faltaban las guindas del pastel: el Plan E y, sobre todo, el nuevo sistema de financiación autonómica. El Plan E ha quedado como una muestra de despilfarro, pero por lo menos fue puntual. Sin embargo, la reforma del sistema de financiación de las CC.AA. supuso un incremento del dinero inyectado por el Estado, unos 11.000 millones de euros, todos los años. De esta forma, la Administración que más dinero gasta, la de las CC.AA., no tuvo que acometer recortes de gasto hasta 2012... 


			Todo esto se derrumbó en mayo de 2010, cuando el Gobierno de Zapatero tuvo que tomar medidas de emergencia: reducir un 5 % de media el salario a todos los empleados públicos, congelar las pensiones y acometer una primera subida del IVA. En ese momento, muchos españoles, que no se habían querido enterar, empezaron a ser conscientes de que estábamos en medio de una grave crisis fiscal. Hasta ese momento parecía que bajar impuestos era gratis, y ahora, tristemente, muchos empezaban a darse cuenta de que lo que no pagan unos, otros lo acaban teniendo que pagar. 


			Las medidas de 2010 efectivamente redujeron el déficit público, pero el coste político para el Gobierno fue elevadísimo. La reacción fue que no se tomaron nuevas medidas de consolidación fiscal, es decir, de aumento de los ingresos o reducción de los gastos, en 2011. Por otra parte, la caída de los ingresos siguió concentrada en el impuesto de sociedades, y sin embargo, lejos de arreglar un impuesto que hacía aguas, se optó por elevar el IVA. Incluso se optó por dar, en noviembre de 2010, uno de los beneficios fiscales más disparatados de todos los concedidos en la crisis fiscal: la libertad de amortización sin mantenimiento del empleo. 
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